ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 89 001 2018 00599 01
 ACCIONANTE: CLAUDIA LORENA CUERO CANO  vs. DPS
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 31 de julio de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela

Radicación Nro. :
 66001 31 89 001 2018 00599 01
Accionante: 

CLAUDIA LORENA CUERO CANO
Accionado:
 DEPARTAMENTO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 

        MÍNIMO VITAL / PROGRAMA FAMILIAS EN ACCIÓN-Características / SUSPENSIÓN DEL PROGRAMA / BENEFICIARIO MENOR DE EDAD-Sujeto de especial protección / CAUSAL INVOCADA NO SE AJUSTA A LAS NORMAS DE REGULACIÓN / CONFIRMA / CONCEDE 
La pretensión de la accionante es que se ordene al Departamento para la Prosperidad Social DPS que incluya a su núcleo familiar a su menor hijo J.T.C. con el fin de que el mismo acceda a  la entrega de los subsidios sociales provenientes del programa Más Familias en Acción, debido a que ella es ahora la cabeza de su grupo familiar y por lo tanto, la necesidad de su hijo menor de edad pueda contar con los recursos provenientes de estos dada su situación de vulnerabilidad. 

6.9.  Por su parte, el DPS se limitó a indicar que la restricción de no incluir al menor J.T. al grupo familiar de la señora Claudia Lorena Cuero, se debió al cambio de titularidad de la accionante por la de su cónyuge, lo cual se ajusta a los mandatos de las guías operativas que regulan dicho proceso.

6.10.  Ahora bien, como se indicó anteriormente, el programa “Familias en Acción” está regulado por la Ley 1532 de 2012 la cual prevé todas las condiciones básicas de acceso a los subsidios y las circunstancias que implican la pérdida de los mismos.
(…)

Así las cosas, de conformidad con la estructura y operatividad del programa “MÁS familias en acción” para hacer parte de dicho programa, así como las condiciones legales que permiten la entrada, retiro o reintegro de NNA, titular o familia, esta Colegiatura considera que la circunstancia actual de la actora de ninguna forma se enmarca en el supuesto consagrado en el literal b del artículo 4.3 del Manual Operativo y en tal virtud,  lo decidido por el DPS no se ajustó a la normativa que regula el programa de “Familias en Acción”, y en consecuencia, no existe una razón válida para negar la entrega del subsidio y para mantener a la actora y por ende al menor J.T.C. suspendidos del programa. En  cambio, la actuación de la entidad es contraria al derecho al debido proceso administrativo, el cual supone que “(…)todas las autoridades judiciales y administrativas, dentro del ámbito de sus competencias, deben ejercer sus funciones con sujeción a los procedimientos previamente definidos en la ley, respetando las formas propias de cada juicio, a fin de que los derechos e intereses de los ciudadanos incursos en una relación jurídica cuenten con la garantía de defensa necesaria ante posibles actuaciones arbitrarias o abusivas”(Sentencia T-362 de 2015 de la Corte Constitucional). 
6.13. Por lo tanto, esta Sala concluye, tal como lo hizo el juzgado de primer grado, que la negativa por parte del DPS de girar los incentivos del programa Más Familias en Acción,  desconoce que los subsidios van dirigidos al menor J.T.C., hijo de la accionante, son para personas de especial protección constitucional por ser desplazadas por la violencia.  Además, al menor de edad lo están excluyendo de un beneficio social con base en una causal que no estaba prevista expresamente en el Programa Más Familias en Acción, lo que igualmente configura una vulneración al principio de legalidad.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta y uno (31) de julio de dos mil dieciocho (2018) 
Aprobado por Acta No.0633
Hora: 3:35 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social -DPS frente al fallo de tutela emitido el 20 de junio de 2018 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, dentro de la acción constitucional instaurada por la señora Claudia Lorena Cuero Cano, en representación del menor J.T.C. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Manifestó la señora Claudia Lorena Cuero Cano que se encuentra registrada en el “programa familias en acción” del municipio La Virginia, Risaralda, y que  su hijo menor de edad J.T.C., pertenece a su núcleo familiar; sin embargo, al niño le negaron la vinculación a dicho programa por el cambio de la titular del registro lo que afecta sus derechos  fundamentales al mínimo vital y la vida digna.  
Consideró la actora que su hijo es una persona vulnerable, máxime que es víctima del conflicto armado por desplazamiento y merece estar inscrito en el programa “MAS familias en acción” junto con su núcleo familiar. En ese sentido, solicitó: i) amparar los derechos fundamentales del menor y ii) ordenar la inclusión de J.T.C. en su núcleo familiar con el fin de que pueda recibir los beneficios nutricionales y ayudas necesarias para llevar una vida digna (Fls. 1-5).  

Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles a folios 6-9. 
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL. 
Explicó que en el presente caso se generó una novedad en el programa “MÁS Familias en Acción” por la causal de cambio de titular, toda vez que quien aparecía como titular era el señor Héctor Armando Trochez Londoño. 

Se refirió la estructura y operatividad del programa “MÁS familias en acción,  los  requisitos para hacer parte del programa “MÁS familias en acción”, así como las condiciones legales que permiten la entrada, retiro o reintegro de NNA, titular o familia para concluir que la actuación de la entidad se ajustó a la normatividad que regula el programa de Familias en Acción. En esos términos, solicitó denegar la acción de tutela por inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales del menor J.T.C.  (Fls. 13-18). 
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 20 de junio de 2018 el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Risaralda, resolvió lo siguiente: “Primero: Conceder la tutela del derecho al mínimo vital, a la igualdad y dignidad humana, interpuesta por Claudia Lorena Cuero quien se identifica con la cedula de ciudadanía No. 42.031.946 quien actúa en representación de su hijo Jerónimo Trochez Cuero contra la Unidad Administrativa para la Prosperidad Social. 
Segundo: Ordenar a la Unidad Administrativa para la Prosperidad Social, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este proveído, realice los trámites necesarios para el ingreso al programa más familias en acción del menor Jerónimo Troches Cuero identificado NUIP 1.087.560.263 dentro del núcleo familiar que es titular su madre la señora Claudia Lorena Cuero Cano.”
El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social fue notificado del contenido del fallo de tutela a través del oficio No.375 del 21 de junio de 2018 (Fl.24 frente), el cual fue enviado al correo electrónico notificaciones.juridica@prosperidadsocial.gov.co  en esa fecha (Fl. 24 vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 26 de junio de 2018, la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de DPS se pronunció en los mismos términos en que se refirió en la contestación a la demanda de tutela, en el entendido de que el actuar del DPS no fue caprichoso, sino que  la restricción de no incluir al menor J.T. al grupo familiar de la señora Claudia Lorena Cuero, ante el cambio de titularidad de la accionante por la de su cónyuge, obedece al cumplimiento de los mandatos de las guías operativas que regulan dicho proceso.  Por lo tanto,  solicitó que se valoren sus dichos y en tal virtud, se revoque o modifique el fallo impugnado (Fls. 25-27). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea pertinente tener en cuenta que la señora Claudia Lorena Cuero beneficiaria del programa “familias en acción” por ser una víctima del conflicto armado por desplazamiento, se encuentra en condiciones de indefensión y vulnerabilidad, lo que hace que la acción de tutela sea el meanismo judicial adecuado para la protección de sus derechos fundamentales, tal como lo reiteró la Corte Constitucional cuando mencionó que: “debido a que otros medios de defensa judicial resultan insuficientes para brindar protección eficaz ante las circunstancias de urgencia y apremio que enfrenta esta población y porque resultaría desproporcionado exigir a las personas desplazadas el agotamiento previo de los recursos judiciales ordinarios, lo cual equivaldría a la imposición de cargas adicionales a las que han tenido que soportar en su condición de víctimas de la violencia.  Por esta razón, mientras la persona permanezca en condición de desplazamiento, el amparo constitucional se convierte en el único mecanismo idóneo para tratar de evitar la vulneración permanente de sus derechos fundamentales.”
 

6.5.  En el caso objeto de estudio, la  Sala observa que la solicitud incoada por la accionante está orientada a que se ordene a la entidad demandada la inscripción al programa “Más Familias en Acción” a su hijo menor de edad J.T.C., por cuanto ahora ella es la titular del su núcleo familiar en el que se encuentra el menor aludido, quien requiere de las ayudas necesarias que dicho programa ofrece.  Al respecto, la accionante allegó con la demanda de tutela  fotocopia de su cédula de ciudadanía, el registro civil de nacimiento del menor J.T.C (Fls. 8 y 9), y de los certificados expedidos por el DPS de donde se desprende que el titular en el núcleo familiar del señor Héctor Armando Trochez Londoño aparecen los menores D.S.T.C. y el menor J.T.C. (Fl. 6) y otro donde solo registra a la señora Claudia Lorena Cuero Cano junto con el menor D.S.T.C. (Fl. 7).
6.6.  Con respecto a los derechos fundamentales de los menores de edad, la Corte Constitucional en la Sentencia T-200 de 2014 reiteró que los niños y niñas son sujetos de especial protección  y sus derechos prevalecen sobre los de los demás, así: “La jurisprudencia de esta Corporación, al interpretar el cuerpo normativo que regula la garantía de los derechos de los niños, ha concluido que en todos los casos relacionados con la protección de sus derechos, el criterio primordial a seguir por las autoridades competentes debe ser el de la preservación y protección del interés prevaleciente y superior del menor. El principio del interés superior de los niños también se encuentra incorporado en la Convención de los Derechos del Niño (artículo 3.1), al exigir que en “todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño.”

6.6.1.  Y en la Sentencia T-362 de 2016 dicha Corporación mencionó lo siguiente con relación al derecho fundamental a la salud de niños y niñas: 
 
“La Corte Constitucional en reiteradas ocasiones ha manifestado que el derecho a la salud de los niños, de conformidad con lo establecido en el artículo 44 de la Constitución, por tener el carácter de ‘fundamental’, debe ser protegido de forma inmediata por el juez constitucional en los casos en que sea vulnerado. Este postulado responde, además, a la obligación que se impone al Estado y a la sociedad de promover las condiciones para que el principio de igualdad se aplique en forma real y efectiva, así como a la necesidad de adoptar medidas en favor de quienes, en razón de su edad, se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta. En el caso de los niños y de las niñas, la acción de tutela procede directamente para defender su derecho fundamental a la salud.” 
6.7.  Ahora bien la finalidad del programa “Más Familias en Acción” consiste en la entrega de un apoyo monetario directo a las familias que tienen entre sus integrantes menores de dieciocho (18) años de edad, en condición de vulnerabilidad, en aras de contribuir a la reducción de la pobreza y al mejoramiento de las condiciones de vida. Este Programa fue elevado a rango legal mediante la Ley 1532 del 2012, y sus acciones se realizan bajo la dirección y coordinación del Departamento para la Prosperidad Social DPS, el que se encarga de regular, ejecutar, vigilar y realizar el respectivo seguimiento de los planes y mecanismos implementados en el marco del mismo.  En tal sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia T-954 de 2014 señaló los fundamentos legales de dicho subsidio y que de acuerdo con el Manual Operativo (MO) bajo el cual funciona el Programa Más Familias en Acción, este programa se define como una iniciativa gubernamental emprendida en 1999, y tiene los siguientes objetivos:

 “contribuir a la reducción, superación y prevención de la pobreza y la desigualdad de ingresos, a la formación de capital humano y al mejoramiento de las condiciones de vida de las familias pobres y vulnerables, mediante un complemento al ingreso”. Y como objetivos específicos: incentivar la asistencia y permanencia escolar de los menores de dieciocho (18) años; impulsar la atención en salud; incentivar las prácticas de cuidado de los niños, mujeres, adolescentes y jóvenes, en aspectos tales como salud, lactancia materna, desarrollo infantil temprano y nutrición; y contribuir, a partir del conocimiento de la población beneficiaria del programa y el análisis de su comportamiento en cuanto al cumplimiento de compromisos, a la cualificación de la oferta en salud y educación.
 
6.2. En este orden de ideas, los potenciales beneficiarios son las familias con menores de edad que se encuentren por debajo del punto de corte definido por la Entidad bajo la metodología III del Sisbén, familias en condición de desplazamiento, familias pertenecientes a comunidades indígenas o familias vinculadas a la Red Unidos.  (Subrayas nuestras)
6.8. La pretensión de la accionante  es que se ordene al Departamento para la Prosperidad Social DPS que incluya a su núcleo familiar a su menor hijo J.T.C. con el fin de que el mismo acceda a  la entrega de los subsidios sociales provenientes del programa Más Familias en Acción, debido a que ella es ahora la cabeza de su grupo familiar y por lo tanto, la necesidad de su hijo menor de edad pueda contar con los recursos provenientes de estos dada su situación de vulnerabilidad. 
6.9.  Por su parte, el DPS se limitó a indicar que la restricción de no incluir al menor J.T. al grupo familiar de la señora Claudia Lorena Cuero, se debió al cambio de titularidad de la accionante por la de su cónyuge, lo cual se ajusta a los mandatos de las guías operativas que regulan dicho proceso.

6.10.  Ahora bien, como se indicó anteriormente, el programa “Familias en Acción” está regulado por la Ley 1532 de 2012 la cual prevé todas las condiciones básicas de acceso a los subsidios y las circunstancias que implican la pérdida de los mismos. Al respecto es menester resaltar las siguientes causales de pérdida o suspensión de los incentivos, así: 

 “Artículo 14. Condiciones de salida. El programa fijará los criterios de salida de los beneficiarios, los cuales pueden ser operativos o por cumplimiento de metas. Estos criterios deben ser establecidos dentro de un plazo no superior a los seis (6) meses siguientes a aprobación de  esta ley.

 En todo caso hasta tanto no se completen los ciclos de educación y salud iniciados con los miembros de una determinada familia beneficiada, esta no podrá ser retirada del programa, salvo que se demuestre: 

 1.      Que exista información confiable que indique que ha mejorado la condición social y económica de la familia; este umbral será determinado por el programa Familas en Acción.
2.      Que se demuestre la existencia de las faltas contempladas en el parágrafo 2 o , artículo 4 y el artículo 7 o de esta ley, o

3.      Que la familia beneficiaria haya suministrado información falsa para acceder al programa.

 
El parágrafo 4 del artículo 2º establece:

Parágrafo 2°. Las familias beneficiarias del programa Familias en Acción, con menores de 18 años, que sean desescolarizados, explotados laboralmente, muestren desnutrición, sean víctimas de maltrato físico y/o sexual, abandono o negligencia en su atención, que sean notificados por el ICBF perderán los derechos a ser beneficiados por Programa Familias en Acción. 

El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, reglamentará la materia, para que en todo caso los menores de edad que sean beneficiarios del programa no sean excluidos y Que dichas ayudas sean otorgadas a los adultos pertenecientes al núcleo familiar del menor que no estén comprometidos en la vulneración de sus derechos.

Y el artículo 7 determina que las familias deberán cumplir unos compromisos de responsabilidad, las cuales serán verificadas a través de un programa de seguimiento que, en caso de evidenciar que durante dos periodos de pago existe incumplimiento, se verificaran las causas de esta conducta para determinar si es procedente, o no, la suspensión del incentivo. Las demás causas fueron desarrolladas en el Manual Operativo del programa
. En dicho documento se diferencian las causales de exclusión y las causales de suspensión; atendiendo a que el caso específico se refiere a una circunstancia de suspensión, únicamente se referirá la Sala a este aspecto, así el artículo 4.3 determina lo siguiente:
“4.3. Actualización de los registros en la base de datos a estado Suspendido 

El programa MFA, como medida preventiva, revisará y actualizará los registros incluidos en las bases de datos en los siguientes casos: 

a) Cuando existan elementos que permitan inferir el fallecimiento de algún miembro inscrito. 
b) Cuando existan elementos que permitan inferir que la información suministrada por la familia en el momento de la inscripción, en el proceso de verificación de compromisos o en la solicitud de novedades, es falsa, inexacta o inconsistente; y dicha información sea crítica para la liquidación y entrega de la transferencia. 

c) A partir del año 2014, cuando un niño menor de siete (7) años incumpla con las condicionalidades en salud establecidas por el programa con base en la Resolución N°. 412 del 2000 del Ministerio de Salud y Protección Social, el programa realizará la modificación del registro a estado suspendido hasta tanto se demuestre la asistencia al control de crecimiento y desarrollo.

 d) Por incumplimiento de compromisos en educación durante tres periodos consecutivos. 

e) Por duplicidad, cuando algún integrante se encuentre registrado más de una vez en la base de datos del programa. La modificación a estado suspendido se realizará sobre todos los registros detectados con duplicidad. 

De acuerdo con los elementos de conocimiento, y como consecuencia de la modificación del registro a estado suspendido en la base de datos, procederá la suspensión en la entrega de incentivos la cual se realizará a partir de la identificación de las causales enunciadas.

 Una vez realizada la actualización de registros a estado suspendido, se comunicará a las familias en cabeza del titular la decisión adoptada con el apoyo de la respectiva administración municipal y, se revisarán las condiciones de permanencia de los participantes del programa.

 Como consecuencia de la valoración de los elementos de conocimiento se podrá: 

a) Modificar el registro a estado beneficiario o elegible inscrito según corresponda y reliquidar el valor de los incentivos a que haya tenido derecho de conformidad con lo estipulado en el capítulo 10. 
b) Modificar el registro a estado excluido en la base de datos.”
6.11. De conformidad con las normas transcritas, esta Sala una vez identificadas las circunstancias que dan lugar a la suspensión del programa, es claro que ninguna se refiere expresamente a la suspensión por cambio de titular, tal como lo explicó el DPS cuando mencionó que se generó una novedad en el programa “MÁS Familias en Acción” por la causal de cambio de titular, toda vez que quien aparecía como titular era el señor Héctor Armando Trochez Londoño. 

6.12.  Así las cosas, de conformidad con la estructura y operatividad del programa “MÁS familias en acción” para hacer parte de dicho programa, así como las condiciones legales que permiten la entrada, retiro o reintegro de NNA, titular o familia, esta Colegiatura considera que la circunstancia actual de la actora de ninguna forma se enmarca en el supuesto consagrado en el literal b del artículo 4.3 del Manual Operativo y en tal virtud,  lo decidido por el DPS no se ajustó a la normativa que regula el programa de “Familias en Acción”, y en consecuencia, no existe una razón válida para negar la entrega del subsidio y para mantener a la actora y por ende al menor J.T.C. suspendidos del programa. En  cambio, la actuación de la entidad es contraria al derecho al debido proceso administrativo, el cual supone que “(…)todas las autoridades judiciales y administrativas, dentro del ámbito de sus competencias, deben ejercer sus funciones con sujeción a los procedimientos previamente definidos en la ley, respetando las formas propias de cada juicio, a fin de que los derechos e intereses de los ciudadanos incursos en una relación jurídica cuenten con la garantía de defensa necesaria ante posibles actuaciones arbitrarias o abusivas”(Sentencia T-362 de 2015 de la Corte Constitucional). 
6.13. Por lo tanto, esta Sala concluye, tal como lo hizo el juzgado de primer grado, que la negativa por parte del DPS de girar los incentivos del programa Más Familias en Acción,  desconoce que los subsidios van dirigidos al menor J.T.C., hijo de la accionante, son para personas de especial protección constitucional por ser desplazadas por la violencia.  Además, al menor de edad lo están excluyendo de un beneficio social con base en una causal que no estaba prevista expresamente en el Programa Más Familias en Acción, lo que igualmente configura una vulneración al principio de legalidad.- 
De conformidad con lo discurrido, se confirmará la sentencia estudiada. 
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión emitida el 20 de junio de 2018 por el Juez Promiscuo del Circuito de la Virginia dentro de la tutela instaurada por la señora Claudia Lorena Cuero Cano, madre del menor J.T.C. en contra del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� https://www.google.com/search?q=el+Manual+Operativo+del+programa%2Bfamilis+en+accion&ie
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